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1. Norma acusada

Por dirigirse el primer cargo contra la totalidad de la Ley 1430 de 2010 “por medio de la cual  se dictan normas tributarias de control y para la competitividad”, y ser su fundamento un vicio de procedimiento que no tiene relación con el texto de disposición alguna de las que integran la ley, se omitirá la trascripción de la totalidad de la norma acusada.

Por su parte, el segundo cargo es contra el artículo 30 de la citada ley, cuyo texto es el siguiente:

“ARTICULO 30. FACULTADES EXTRAORDINARIAS PARA MODIFICAR EL REGIMEN SANCIONATORIO EN MATERIA CAMBIARIA. Revístase al Presidente de la República de facultades extraordinarias por el término de seis (6) meses contados a partir de la promulgación de la presente ley, para modificar el régimen sancionatorio y el procedimiento administrativo cambiario a seguir por la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales.”. 
2.
Decisión

Primero.- ESTARSE A LO RESUELTO en la sentencia C-076 de 2012 respecto del cargo por incumplimiento del requisito de publicación del informe de conciliación con por lo menos un día de antelación, consagrado en el artículo 161 de la Constitución.

Segundo.- Declarar EXEQUIBLE la Ley 1430 de 2010 respecto del cargo por pretermisión del término previsto en el segundo inciso del artículo 161 de la Constitución.

Tercero.- Declarar EXEQUIBLE el artículo 30 de la Ley 1430 de 2010 respecto del cargo por supuestas irregularidades en el proceso de conciliación previsto por el artículo 161 del Reglamento del Congreso.

Cuarto.- Declarar EXEQUIBLE el Decreto-Ley 2245 de 28 de junio de 2011, expedido con base en las facultades extraordinarias otorgadas por el artículo 30 de la Ley 1430 de 2010, por el cargo ahora estudiado por la supuesta  falta de competencia del Presidente de la República para su elaboración y promulgación. 

3.
Fundamentos de la decisión

Respecto del primer cargo (incumplimiento del requisito de publicación previa del informe de conciliación), la Corte Constitucional estableció que se fundamenta en un punto de vista sobre el cual ya se pronunció la Corte Constitucional, por lo que la Sala dispuso estarse a lo resuelto por la sentencia C-076 de 2012, en la que concluyó que la Ley 1430 de 2010 era exequible “en razón a que la demanda no logra aportar los elementos probatorios que desvirtúen  la fecha de publicación  del informe de conciliación que figura en las Gacetas del Congreso 1103 y 1104 de 15 de diciembre de 2010”. 

En lo que toca con el segundo cargo (vicio de procedimiento en la conciliación del artículo 30 de la Ley 1430 de 2010), la Corte, luego de constatar la inexistencia de vicio alguno en el trámite de unificación, publicación y aprobación del texto del artículo 30 del proyecto de ley 124 de 2009 Senado y 174 de 2010 Cámara, actualmente Ley 1430 de 2010, señaló que, contrario a lo que sostiene el actor, no se infringe norma constitucional o reglamentaria alguna con la omisión de mencionar el artículo 30 en el párrafo introductorio al informe de conciliación. Tampoco se aprecia como esta omisión afecte de alguna forma la realización del principio democrático – artículo 1 y 3 de la Constitución- en esta fase del procedimiento legislativo, ya que la misma no vulnera o impide la realización de los valores sustanciales que este incluye, como son el de publicidad, el pluralismo político y el principio de decisión por mayorías. En este sentido al no haber incluido el artículo 30 de la Ley 1430 de 2010 en la enumeración de los artículos conciliados no implicó la vulneración del artículo 161 o del artículo 157 de la Constitución, fundamento de la acusación del actor. Por esta razón, se declaró la exequibilidad del artículo 30 de la Ley 1430 de 2010 por el cargo estudiado.

En lo relativo al tercer cargo (inexequibilidad por consecuencia del Decreto 2245 de 2011), la Sala concluye que el mismo no prospera, por cuanto tiene fundamento en un presupuesto condicional: la declaratoria de inexequibilidad de la totalidad de la Ley 1430 de 2010; o, en su defecto, en la declaratoria de inexequibilidad del artículo 30 de la Ley 1430 de 2010. Ante la no ocurrencia de ninguno de estos presupuestos, el cargo basado en la falta de competencia para expedir el Decreto  2245 de 2011, pierde fundamento, por lo que la Sala lo declaró exequible por este cargo. 

